
niendo que por dicha Sala de Gobierno se efectúe nuevo se­
ñalamiento de la pensión de retiro del recurrente don Alonso 
Sánchez Ruiz con el porcentaje del 90 por 100 que le será 
abonado con efectos de 1 de abril de 1978, sin hacer especial 
condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, ma-damos y 
firmamos,•

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
s,us propios términos la. expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 2 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico N.'.chavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

17414 ORDEN 111/01490/1983, de 5 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 8 de febrero 
de 1983, en el recurso cantencioso-administrativo 
interpuesto por don Baldomero Solano Borrega, ex 
Cabo de la antigua Aviación Militar.

Excmo. Sr.: En el recurso contenciosoJadministrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partee, de una,' como demandante don Baldo­
mero Solano Borrega, quien postula por si mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y de­
fendida por el Abogado del Estado, contra resolución del Minis­
terio de Defensa de 11 de noviembre de 1980, se ha dictado sen­
tencia con fecha 8 de febrero de 1083, cuya parte dispositiva es 
como sigue:

«Fallamos: Desestimamos las causas de inadmisibilidad plan­
teadas por el señor Abogado del Estado y estimamos 'parcial­
mente el recurso contencioso-administrativo interpuesto por don 
Baldomero Solano Borrega, en su propio nombre y derecho, 
contra resolución del Ministerio de Defensa de 11 de noviembre 
de 1980, dictada en el expediente administrativo a que se refie­
ren estas actuaciones, resolución que anulamos por no ser con­
formes a derecho en cuanto que, a los efectos de aplicación 
de los beneficios del Real Decreto-ley 6/1978, determinó como 
empleo que hubiere alcanzado el recurrente el de Cabo primero 
con sueldo de Sargento, y declaramos qué el Indicado empleo 
hubiera sido el de Capitán, condenando a la Administración a 
estar y pasar por esta declaración y no hadfemos expresa impo­
sición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos,, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 5 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general para 

Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila Pa­
llarás.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Aire
(JEMA).

17415 ORDEN 111/01491/1983, de 5 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 10 de febrero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Emiliano Muñoz Blanco, ex 
Cabo de la antigua Aviación Militar.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Emiliano 
Muñoz Blanco, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resolución del Ministerio 
de Defensa de 29 de septiembre de 1981, se ha. dictado sentencia 
con fecha 10 de febrero de 1983, cuya parte dispositiva es como 
sigue:

«Fallamos: Que, estimando en parte, y desestimándolo, en lo 
demás, el recurso contencioso-administrativo interpuesto por don 
Emiliano Muñoz Blanco, contra la resolución del Ministerio de

Defensa de 29 de septiembre de 1981, por la que fue desestimado 
el recu reo de reposición promovido frente a la de 17 de marzo 
de 1981, por la que le fue denegada al recurrente la aplicación 
de los- beneficios del Real Decreto-ley 6/1978. y Ley 10/1960, 
debemos anular y anulamos las expresadas resoluciones impug­
nadas, por su disconformidad a derecho; y en su lugar, debemos 
declarar y declaramos el derecho del recurrente a que le sean 
aplicados los referidos beneficios, con la6 consecuencias legales 
inherentes a tal declaración; sin imposición de costas.

Firmé que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3." de la Orden dél Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 5 de mayo de 1983.—P. D., El Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social. Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo Sr. Teniente General Jefe del Estado Mavor del Aire
(JEMA).

17416 ORDEN 111/01492/1983, de 5 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 1 de febrero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Domingo González Rivero, Se­
gundo Maquinista de la Armada.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Seoción Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Domingo 
González Rivero, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio 
de Defensa de 22 de octubre de 1979 y 25 de septiembre de 
1980, se ha dictado sentencia con fecha 1 de febrero de 1983, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Desestimamos el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Domingo González Rivero, en su propio 
nombre y derecho, contra resoluciones del Ministerio de Defen­
sa de 22 de octubre de 1979 y 25 de septiembre de 1980, dicta­
das en el expediente administrativo a que se refieren estas ac­
tuaciones, resoluciones que declaramos conformes a derecho, y 
no hacemos expresa imposición de costas.

Asi por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años. ¡
Madrid, 5 de mayo de 1983.—P. D., el Secretarip general para 

Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila Pa­
llarás.

Excmo. Sr Almirante Jefe del Estado Mayor de la Armada
(AJEMA)

17417 ORDEN 111/01493/1983, de 5 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 28 de diciem­
bre de 1982, en el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Fernando Hurtado Soto, 
Sargento de Complemento de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Fernando 
Hurtado Soto, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 4 de julio y 11 de noviembre de 1980, 
se ha dictado sentencia oon fecha 28 de diciembre de 1982, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos; Que desestimamos el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por el Letrado señor Martínez Marín, en 
nombre y representación de don Fernando Hurtado Soto, contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 4 de julio y 11 de
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noviembre de 1980, las que declaramos conformes a derecho, 
sin expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo prenunciamos, mandamos 
y firmamos,*

En 6u virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguiadora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchofi años.
Madrid, 5 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME) .

17418 ORDEN 111/01494/1983, de 5 de mayo, por la que 
se dispone el. cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 29 de di­
ciembre de 1982, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Tomás Casado Sanz, 
ex Cabo de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido ' 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Tomás 
Casado Sanz, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra Orden ministerial número 
111/01133/1980, de 21 de octubre, del Ministerio de Defensa, 
se ha dictado sentencia con fecha 29 de diciembre de 1982, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Estimamos el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Tomás Casado Sanz, en su propio nombre y 
derecho, contra la Orden ministerial número 111/01133/1980, de 
21 de octubre, del Ministerio de Defensa, la que anulamos por no 
ser conforme a derecho en‘ cuanto que, a los efectos de aplica­
ción de los beneficios del Real Decreto-ley 8/1978, determinó 
como empleo que hubiera alcanzado el recurrente el de Brigada 
y declaramos que el indicado empleo hubiera- sido el de Te­
niente, condenando a la Administración a estar y pasar por 
esta declaración, y no hacemos expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 5 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general para 

Asuntos de Personal y Acción Social, Federioo Michavila Pa­
llarás.

Excmo, Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

17419 ORDEN 111/01495/1983, de 5 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 23 de no­
viembre de 1982, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Eduardo Careaga Eche­
varría, Teniente de Caballería.

Exmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Eduardo 
Careaga Echevarría, quieh postula por sí mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 22 de marzo de 1979 y 29 de febrero 
de 1980, se ha dictado sentencia con fecha 23 de noviembre de 
1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos; Que estimamos el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Eduardo Careaga Echevarría contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 22 de marzo de 1979 
y 29 de febrero de 1980, las anulamos como no ajustadas a 
derecho, declarando en su virtud, deben concederse al recurren­
te los beneficios derivados de la aplicación al mismo del Real 
Decreto-ley 6/1978, con las consecuencias legales inherentes a 
tal declaración, a lo que se condena a la Administración, sin 
expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contenciosó-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada'sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 5 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés. .

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

17420 ORDEN 111/01496/1983, de 5 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 3 de febrero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Martín Bajo Baelo, Cabo de 
Aviación retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Martín Bajo Baelo, 
quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, la 
Administración Pública, representada y defendida por,el Aboga­
do del Estado, contra resoluciones del Consejo' Supremo de Jus­
ticia Militar de 22 de octubre de 1981 y 10 de febrero de 1982, 
se ha dictado sentencia con fecha 3 de febrero de 1933, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, teniendo por allanada a la Administración, 
debemos declarar .y declaramos la nulidad de las resoluciones 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 22 de octubre de 1981 
y de 10 de febrero de 1982, disponiendo se efectúe nuevo señala­
miento de pensión de retiro del recurrente don Martín Bajo 
Baelo con el porcentaje del 90 por 100, que le será abonado con 
efectos de 1 de abril de 1978; sin hacer especial condena en 
costas

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.» *

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 5 de mayo de 1983.—P. D:, el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

17421 ORDEN 111/01497/1983, de 5 de mayo, por la que  
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 18 de enero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don José Corredera Enguita, Guar­
dia civil, retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don José Corredera 
Enguita, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 4 de noviembre de 1981 y de 27 de 
enero de 1982, se ha dictado sentencia con fecha 18 de enero 
de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, teniendo por allanada a la Administración, 
debemos declarar y declaramos la nulidad de las resoluciones 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 4 de noviembre de 
1981 y de 27 de enero de 19B2, disponiendo que se efectúe nuevo 
señalamiento de la pensión de retiro del recurrente don José 
Corredera Enguita, con el porcentaje del 90 por 100, que ie será 
abonado con efectos de 1 de abril de 1978, sin hacer especial 
;ondena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el 'Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva", lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27


